
42936 Martes 23 octubre 2007 BOE núm. 254 BOE núm. 254 Martes 23 octubre 2007 42937

Disposición adicional sexta. Modificación de la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad.

Se modifica el apartado primero del artículo 15 de la 
Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. La Guardia Civil, por su condición de insti-
tuto armado de naturaleza militar, a efectos discipli-
narios, se regirá por su normativa específica. 
Cuando la Guardia Civil actúe en el cumplimiento de 
misiones de carácter militar o cuando el personal de 
dicho Cuerpo se integre en unidades militares, resul-
tará de aplicación el régimen disciplinario de las 
Fuerzas Armadas.

En todo caso, será competente para la imposi-
ción de la sanción de separación del servicio el 
Ministro de Defensa, a propuesta del de Interior.»

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio 
general.

1. A quienes, a la entrada en vigor de esta Ley, se 
encuentren cumpliendo arresto por falta leve o grave se 
les dará por cumplida tal sanción y, quienes se hallen 
sujetos a arresto preventivo, cesarán en él sin perjuicio de 
la resolución que pueda adoptarse en el procedimiento 
sancionador correspondiente.

2. Las faltas disciplinarias cometidas con anteriori-
dad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley serán san-
cionadas conforme a la normativa anterior, salvo que las 
disposiciones de la presente Ley fuesen más favorables 
para el interesado. La competencia para sancionar corres-
ponderá a las autoridades y mandos con potestad sancio-
nadora determinada en la presente Ley.

3. Los procedimientos que a la entrada en vigor de 
esta Ley se encuentren en tramitación continuarán rigién-
dose hasta su conclusión por las normas vigentes en el 
momento de su iniciación. Los recursos que se interpon-
gan frente a las resoluciones dictadas en ellos se sustan-
ciarán conforme a la nueva regulación.

4. Las resoluciones firmes que a la entrada en vigor 
de esta Ley no hubiesen sido ejecutadas total o parcial-
mente, así como las que no hubiesen alcanzado firmeza, 
serán revisadas de oficio si de la aplicación de la misma 
se derivaran efectos más favorables para el sancionado.

5. En tanto no se regulen reglamentariamente las 
misiones militares que corresponde ejecutar a la Guardia 
Civil, el Gobierno calificará expresamente cada una de 
ellas en función de su naturaleza. Igualmente, antes de la 
entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno determinará el 
carácter militar o no militar de las misiones que ya estu-
viere desarrollando la Guardia Civil.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio 
relativo a la aplicación del Código Penal Militar a los 
miembros de la Guardia Civil.

1. Los hechos punibles cometidos por los miembros 
de la Guardia Civil, en su condición de militares, hasta la 
entrada en vigor de esta Ley serán castigados conforme al 
Código Penal Militar, a menos que las disposiciones del 
Código Penal sean más favorables para el reo, en cuyo 
caso, previa audiencia del mismo y oído el Ministerio Fis-
cal y las demás partes personadas, la Jurisdicción Militar, 
de oficio o a instancia de cualquiera de los mencionados, 
se inhibirá a favor de los Tribunales o Juzgados de la juris-
dicción ordinaria.

2. El Tribunal sentenciador revisará, de oficio o a ins-
tancia de parte, las sentencias firmes no ejecutadas total-
mente que se hayan dictado antes de la vigencia de esta 

Ley, y respecto de las cuales hubiere correspondido la 
absolución o una condena más beneficiosa para el reo 
por aplicación taxativa del Código Penal y no por el ejerci-
cio del arbitrio judicial.

En las sentencias dictadas conforme al Código Penal 
Militar y que no sean firmes por hallarse pendientes de 
recurso, se aplicarán de oficio o a instancia de parte los 
preceptos del Código Penal, cuando resulten más favora-
bles al reo, previa audiencia del mismo.

3. Los miembros de la Guardia Civil que por aplicación 
de lo dispuesto en el Código Penal Militar, o por revisión de 
la sentencia, estuvieren cumpliendo penas de privación de 
libertad en establecimientos penitenciarios militares, segui-
rán en ellos hasta la extinción de dichas penas.

Disposición derogatoria.

Queda derogada la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de 
junio, de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil.

Disposición final primera. Título habilitante.

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en 
los artículos 149, apartado primero, materias 4.ª y 29.ª, y 
104 de la Constitución.

Disposición final segunda. Carácter de ley ordinaria.

La Disposición Adicional Quinta tiene carácter de ley 
ordinaria.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

1. El Gobierno, mediante Real Decreto, regulará, en 
el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor 
de esta Ley, las misiones de carácter militar que se enco-
mienden a la Guardia Civil.

2. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Madrid, 22 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

18393 REAL DECRETO-LEY 10/2007, de 19 de octubre, 
por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las intensas 
tormentas de lluvia y viento e inundaciones que 
han afectado a la Comunitat Valenciana durante 
los días 11 a 19 del mes de octubre de 2007.

Durante los días 11 a 19 del mes de octubre intensas 
tormentas de lluvia y viento han descargado gran canti-
dad de agua sobre la Comunitat Valenciana, provocando 
numerosos destrozos materiales y la muerte de una per-
sona como consecuencia directa de estos hechos.
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En este sentido, también es destacable la grave afec-
ción sobre el dominio público hidráulico del Estado, así 
como en las zonas pertenecientes al dominio público 
marítimo-terrestre, a cuyos efectos deberán emprenderse 
por la Administración Estatal aquellas medidas de protec-
ción y restauración necesarias.

El objetivo, por tanto, de esta norma, es aprobar, con 
carácter urgente, un catálogo de medidas que afectan a 
varios Departamentos Ministeriales y abarcan aspectos 
muy diferentes, pues en tanto que unas se dirigen a dis-
minuir las cargas tributarias, otras, como la concesión de 
créditos privilegiados, intentan paliar el impacto en las 
empresas y particulares afectados.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por las citadas tormentas e inundaciones en los culti-
vos y territorios afectados configuran, por la magnitud de 
los daños ocasionados, una situación de desastre natural, 
siendo compatibles con el mercado común este tipo de 
ayudas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
87.2.c) del Tratado de la Comunidad Europea.

Habida cuenta que estas contingencias no tienen 
cobertura completa en el marco del seguro agrario com-
binado, se hace necesario arbitrar medidas paliativas 
adecuadas, en consonancia con la naturaleza e incidencia 
de los daños ocasionados en las producciones de los 
territorios afectados y en las rentas de los agricultores.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la Vice-
presidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presi-
dencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Minis-
tro de Economía y Hacienda y de los Ministros del Interior, 
de Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación, de Administraciones Públicas, 
de Medio Ambiente y de Vivienda, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de octu-
bre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este real decreto-ley 
se aplicarán a la reparación de los daños ocasionados por 
las tormentas de lluvia y viento, e inundaciones que han 
afectado a la Comunitat Valenciana durante los días 11 a 
19 del mes de octubre de 2007.

Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministro 
del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras, 
se entenderán también incluidos aquellos otros términos 
municipales o núcleos de población en los que, para la 
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los departamentos ministe-
riales competentes.

Artículo 2. Subvenciones por daños en infraestructuras 
municipales y red viaria de las diputaciones provincia-
les.

1. A los proyectos que ejecuten las entidades locales 
en los términos municipales y núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos e instalaciones y servicios de titularidad 
municipal y de las mancomunidades, y a la red viaria de 
las diputaciones provinciales, se les aplicará el trámite de 
urgencia, pudiendo concedérseles por el Estado una sub-
vención de hasta el 50 por ciento de su coste.

Estos sucesos han afectado con especial gravedad a la 
provincia de Alicante, donde se han registrado precipita-
ciones de más de 400 litros por metro cuadrado en algu-
nos puntos. Concretamente, en el municipio de El Verger 
las aguas desbordadas del río Girona provocaron graves 
daños en infraestructuras municipales y en viviendas par-
ticulares, debiendo lamentar incluso la muerte de una 
persona anciana que se encontraba en el momento de la 
inundación en su domicilio. En esta localidad numerosos 
vecinos han tenido que ser desalojados de sus casas, ante 
la imposibilidad de habitar las mismas a corto plazo, 
debido a la importante afectación que han producido las 
inundaciones en las viviendas, con pérdida, en muchos 
casos, de la totalidad de enseres domésticos.

Igualmente, en el municipio de Beniarbeig las lluvias 
torrenciales han originado que la fuerza de las aguas del 
río Girona derrumbara parcialmente el puente que une 
ambos lados de la localidad, originándose inundaciones 
de tal envergadura que obligaron a algunos vecinos a 
refugiarse en los tejados de sus viviendas, de donde 
hubieron de ser rescatados mediante helicópteros.

Por último, dentro de la provincia de Alicante, cabe 
citar también los daños sufridos en las localidades de 
Calpe, Els Poblets y Javea, así como destrozos de diversa 
consideración en municipios de la provincia de Valencia, 
tales como Almussafes, Enguera, Lloc Nou de Sant Jeroni 
y Sumacárcer.

Los hechos descritos han originado graves daños en 
infraestructuras de titularidad municipal, así como en bie-
nes de titularidad privada, tanto inmuebles destinados a 
vivienda como establecimientos comerciales y explota-
ciones agrícolas y ganaderas.

En el marco del Estado autonómico en que España se 
ha constituido, las distintas Administraciones Territoria-
les, en uso de las competencias que tienen asumidas, han 
dado respuesta inmediata a la situación de emergencia 
presentada, no obstante lo cual ha sido necesario el 
apoyo de la Administración General del Estado con el fin 
de garantizar la vida y seguridad de los damnificados por 
el temporal, movilizándose para ello medios de la Unidad 
Militar de Emergencias, que constituyeron un puesto de 
mando avanzado en la localidad de El Verger, para colabo-
rar en las tareas necesarias para restablecer la normali-
dad en la zona más afectada por las inundaciones.

Asimismo, dentro del mismo marco de cooperación y 
de colaboración interadministrativa, el Ministerio del Inte-
rior dispone de una línea de ayudas destinadas a situacio-
nes de naturaleza catastrófica, de aplicación permanente, 
dirigidas a abonar ayudas de carácter inmediato a perso-
nas que han sufrido daños personales o en sus viviendas 
y enseres. Estas subvenciones alcanzan también a Corpo-
raciones Locales que han llevado a cabo actuaciones de 
emergencia, tales como limpieza de vías públicas, des-
obstrucción de alcantarillado, evacuación y alojamiento 
de damnificados y otras de similar carácter que se reali-
cen, con el fin de garantizar servicios públicos necesarios 
para salvaguardar la vida y seguridad de las personas. 
Por último, y en menor medida, las ayudas alcanzan a 
establecimientos comerciales y comunidades de propie-
tarios en régimen de propiedad horizontal.

No obstante lo anterior, y debido a la naturaleza de los 
daños producidos, se hace necesario emprender repara-
ciones o reposiciones de infraestructuras de titularidad 
municipal, para lo cual debe habilitarse una línea de ayu-
das a tal fin, gestionada por el Ministerio de Administra-
ciones Públicas, que, unidas a las anteriormente expues-
tas, persiguen, en definitiva, favorecer el restablecimiento 
de los servicios, la reparación de daños producidos y la 
vuelta a la normalidad de las zonas siniestradas por las 
inundaciones.
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2. Se faculta al Titular del Ministerio de Administra-
ciones Públicas para proponer el pago de las subvencio-
nes contempladas en el apartado anterior, en la parte que 
financia la Administración General del Estado, hasta el 
importe de los daños producidos en este ámbito, con 
cargo al crédito extraordinario que, con carácter incorpo-
rable, se habilite en los presupuestos de dicho Departa-
mento, de conformidad con lo establecido en el artículo 
50.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Pre-
supuestaria.

3. De igual modo, se faculta al Titular del Ministerio 
de Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las entidades locales.

Artículo 3. Daños en las restantes infraestructuras públi-
cas.

Se faculta a los titulares de los departamentos minis-
teriales competentes por razón de la materia para decla-
rar zona de actuación especial las áreas afectadas, al 
objeto de que dichos departamentos, sus organismos 
autónomos y entidades públicas dependientes de éstos 
puedan llevar a cabo las restauraciones que procedan. A 
los efectos indicados, se declaran de emergencia las 
obras indispensables a ejecutar por tales departamentos 
para reparar los daños directamente causados por las 
inundaciones en infraestructuras de titularidad estatal 
comprendidas en su ámbito de competencias.

Artículo 4. Indemnización de daños en producciones 
agrícolas y ganaderas.

Serán objeto de indemnización los daños causados 
por los sucesos objeto de este real decreto-ley en las 
explotaciones agrícolas y ganaderas que, teniendo póli-
zas en vigor amparadas por el Plan de Seguros Agrarios, 
hayan sufrido pérdidas por daños en sus producciones no 
cubiertos por las líneas de seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no haya finalizado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones siempre y cuando 
el agricultor hubiese contratado el seguro correspon-
diente a dichas producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los daños 
causados sobre producciones no incluidas en el vigente 
Plan Anual de Seguros, excepto que las producciones afec-
tadas estuviesen garantizadas por un seguro no incluido 
en el Sistema de Seguros Agrarios Combinados.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
superiores al 30 % de la producción, con arreglo a los cri-
terios establecidos por la Unión Europea a este respecto.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio de 
2007 que afecten a viviendas, establecimientos industria-
les y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de tra-
bajo y similares, dañados como consecuencia directa de 
los hechos descritos, cuando se acredite que tanto las 
personas como los bienes en ellos ubicados hayan tenido 
que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras 
viviendas o locales diferentes hasta la reparación de los 
daños sufridos, o los daños en explotaciones agrarias 

constituyan siniestros no amparables por ninguna fór-
mula de aseguramiento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio de 
2007 a las industrias de cualquier naturaleza, estableci-
mientos mercantiles y profesionales cuyos locales de 
negocios o bienes afectos a esa actividad hayan sido 
dañados como consecuencia directa de las inundaciones 
y de las tormentas de lluvia y viento, y siempre que hubie-
ran tenido que ser objeto de realojamiento o se hayan 
producido daños que obliguen al cierre temporal de la 
actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya produ-
cido el cese de la actividad hasta su reinicio en condicio-
nes de normalidad, ya sea en los mismos locales o en 
otros habilitados al efecto, sin perjuicio de considerar, 
cuando la gravedad de los daños producidos dé origen a 
ello, el supuesto de cese en el ejercicio de la actividad, 
que surtirá efectos desde el día 31 de diciembre de 2006.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán la de los recargos legalmente autorizados sobre 
aquellos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieran satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. La aplicación de los beneficios fiscales anteriores 
se llevará a cabo por los Ayuntamientos, a petición de los 
afectados, y previa comprobación de que dichas solicitu-
des cumplen los requisitos establecidos en el artículo 1 y 
en los dos primeros apartados de este artículo.

6. Estará exenta de las tasas de la Jefatura Central de 
Tráfico establecidas por la Ley 16/1979, de 2 de octubre, la 
tramitación de las bajas de vehículos, solicitadas como 
consecuencia de los daños producidos, y la expedición de 
duplicados de permisos de circulación o de conducción 
destruidos o extraviados por dichas causas.

7. La disminución de ingresos en tributos locales que 
los anteriores apartados de este artículo produzcan en los 
Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales será compen-
sada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del 
Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.

8. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas las ayudas excepcionales por daños 
personales a que se refiere el artículo 9.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este real decreto-ley, y con-
forme a las previsiones contenidas en el apartado 4.1.º del 
artículo 37 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 
439/2007, de 30 de marzo, y el apartado 3 del artículo 38 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciem-
bre, el Ministerio de Economía y Hacienda, a la vista del 
informe del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción, podrá autorizar, con carácter excepcional, la reduc-
ción de los índices de rendimiento neto a los que se 
refiere la Orden EHA/804/2007, de 30 de marzo, por la que 
se desarrollan, para el año 2007, el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
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cas y el régimen especial simplificado del Impuesto sobre 
el Valor Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos tendrán la conside-
ración de provenientes de una situación de fuerza mayor, 
con las consecuencias que se derivan de los artículos 47 y 
51 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo. La Tesorería General de la Seguridad 
Social podrá exonerar al empresario del abono de las 
cuotas a la Seguridad Social en el primer supuesto mien-
tras dure el período de suspensión, manteniéndose la 
condición de dicho período como efectivamente cotizado 
por el trabajador. En los casos en que se produzca extin-
ción del contrato, las indemnizaciones de los trabajadores 
correrán a cargo del Fondo de Garantía Salarial, con los 
límites legalmente establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorable-
mente la suspensión de contratos o la reducción tempo-
ral de la jornada de trabajo en base a circunstancias 
excepcionales, la autoridad laboral podrá autorizar que 
el tiempo en que se perciban las prestaciones por des-
empleo, reguladas en el Título III del Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, que trai-
gan su causa inmediata en los hechos a los que hace 
referencia el artículo 1 de este decreto-ley, no se com-
pute a efectos de consumir los períodos máximos de 
percepción establecidos. Igualmente, podrá autorizar 
que reciban prestaciones por desempleo aquellos traba-
jadores incluidos en dichos expedientes que carezcan de 
los períodos de cotización necesarios para tener derecho 
a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia, incluidos en cualquier régimen de la Seguridad 
Social, podrán solicitar y obtener, previa justificación de 
los daños sufridos, una moratoria de hasta un año sin 
interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad 
Social correspondientes a los meses de octubre, noviem-
bre y diciembre de 2007.

3. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondien-
tes a las exenciones o a la moratoria de que se trate 
podrán pedir la devolución de las cantidades ingresadas, 
incluidos, en su caso, los intereses de demora, los recar-
gos y costas correspondientes. Si el que tuviera derecho 
a la devolución fuera deudor a la Seguridad Social por 
cuotas correspondientes a otros períodos, el crédito por 
la devolución será aplicado al pago de deudas pendien-
tes con la Seguridad Social en la forma que legalmente 
proceda.

4. Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Administraciones Públicas y las Enti-
dades sin ánimo de lucro podrán solicitar de los Servicios 
Públicos de Empleo la adscripción de trabajadores per-
ceptores de las prestaciones por desempleo para trabajos 
de colaboración social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 213.3 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de infraestructuras 

y equipamientos, así como las obras de reposición de bie-
nes perjudicados por la catástrofe, cualquiera que sea su 
cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras las hidráulicas, las carreteras y, 
en general, cualquiera que haya resultado afectada por 
los hechos a que hace referencia este real decreto-ley.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de 
terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva no se 
haga hasta la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas por daños en viviendas, y a particula-
res por daños personales y materiales.

A las ayudas personales por fallecimiento, a particula-
res por daños en vivienda habitual y enseres de primera 
necesidad, así como a las comunidades de propietarios 
en régimen de propiedad horizontal y titulares de estable-
cimientos industriales, mercantiles y de servicios, les será 
de aplicación el procedimiento de concesión previsto en 
el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se 
regulan las subvenciones en atención a determinadas 
necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de 
naturaleza catastrófica, modificado por el Real Decreto 
477/2007, de 13 de abril.

Artículo 10. Ayudas a las Corporaciones Locales por gas-
tos de emergencia.

1. Las subvenciones que se concedan por el Ministe-
rio del Interior a entidades locales por gastos de emergen-
cia, les será de aplicación lo establecido en el Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, por este concepto. No tendrán 
por objeto las reparaciones o reposiciones de carácter 
infraestructural contempladas en el artículo 2 de este real 
decreto-ley, no obstante lo cual podrán subvencionarse 
aquellas actuaciones inaplazables que, incidiendo en el 
mismo ámbito de aplicación a que se refiere dicho 
artículo, se hayan llevado a cabo con el fin de garantizar el 
funcionamiento de los servicios públicos esenciales y 
para garantizar la vida y seguridad de las personas.

2. A estos efectos, se establece un plazo de un mes 
para la presentación de las solicitudes de las ayudas a que 
hace referencia el apartado anterior, y de las contempla-
das en el artículo 9 de este decreto-ley, el cual empezará a 
contar a partir del día siguiente al de la publicación, en el 
«Boletín Oficial del Estado», de la orden que se dicte en 
desarrollo del artículo 1 de este real decreto-ley, sin per-
juicio de la continuación de la tramitación de los procedi-
mientos de concesión de estas ayudas que se hubieran 
iniciado con posterioridad a la finalización de los hechos 
causantes.

3. Las ayudas que se concedan en aplicación de lo 
previsto en este artículo y en el anterior se financiarán con 
cargo a los créditos 16.01.134M.482 y 16.01.134M.782 
«Transferencias corrientes y de capital a familias e institu-
ciones sin fines de lucro para atenciones de todo orden 
motivadas por siniestros, catástrofes u otros de recono-
cida urgencia» y 16.01.134M.461 y 16.01.134M.761 «Trans-
ferencias corrientes y de capital a corporaciones locales 
para atenciones de todo orden motivadas por siniestros, 
catástrofes u otros de reconocida urgencia», dotados, con 
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carácter de ampliables, en el vigente presupuesto del 
Ministerio del Interior.

4. La financiación de las ayudas concedidas en aplica-
ción de lo establecido en los capítulos V y VI del Real Decreto 
307/2005, de 18 de marzo, se llevará a cabo con cargo a los 
créditos que, a estos efectos, se habiliten en el programa 
134 M del Presupuesto del Ministerio del Interior.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial (ICO), en su 
condición de agencia financiera del Estado, para instru-
mentar una línea de préstamos de mediación, para lo que 
recabará la colaboración de las entidades de crédito con 
implantación en la Comunitat Valenciana, con las que sus-
cribirá los oportunos convenios de colaboración.

El importe global de la línea de préstamos se deter-
minará en las disposiciones que se dicten en desarrollo 
de este real decreto-ley, una vez completada la evalua-
ción de los daños. La Delegación del Gobierno en la 
Comunitat Valenciana y el Consorcio de Compensación 
de Seguros remitirán al Instituto de Crédito Oficial rela-
ción de las empresas, físicas o jurídicas, potencialmente 
beneficiarias de esta línea de préstamos, con expresión 
de su identificación y del importe máximo de los daños 
evaluados.

Estas líneas de préstamo, que tendrán como finalidad 
financiar la reparación o reposición de instalaciones y 
equipos industriales y mercantiles, agrícolas, ganaderas y 
de regadío, automóviles, motocicletas y ciclomotores de 
uso particular, vehículos comerciales, maquinaria agrí-
cola y locales de trabajo de profesionales que se hayan 
visto dañados como consecuencia de las inundaciones, y 
de las tormentas de lluvia y viento, se materializarán en 
operaciones de préstamo concedidas por dichas entida-
des financieras, cuyas características serán:

a) Importe máximo: El del daño evaluado por la 
Delegación del Gobierno en la Comunitat Valenciana, o 
Subdelegación del Gobierno de la provincia correspon-
diente o, en su caso, por el Consorcio de Compensación 
de Seguros, descontado, en su caso, el importe del cré-
dito que hayan podido suscribir con cargo a líneas de 
crédito preferenciales a establecer por iniciativa de las 
comunidades autónomas respectivas.

b) Plazo: 5 años, incluido 1 de carencia del principal.
c) Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades 

financieras será del 1,50 por ciento TAE, con un margen 
máximo de intermediación para estas del 0,50 por ciento. 
En consecuencia, el tipo final máximo para el prestatario 
será del 2 por ciento TAE.

d) Tramitación: Las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, la cual decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia: 6 meses a contar desde la fecha de publi-
cación de la norma que apruebe la dotación económica 
de la Línea.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se llevará a cabo por el Instituto de 
Crédito Oficial, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere la disposición adicional sexta, dos, 2, párrafo a, del 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y finan-
ciera, y, en su virtud, el quebranto que para el ICO suponga 
el diferencial entre el coste de mercado de la obtención de 
los recursos y el tipo antes citado del 1,50 por ciento será 
cubierto con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado.

Artículo 12. Ayudas para reposición de vehículos auto-
móviles.

En el caso de daños en vehículos automóviles que 
hayan ocasionado la declaración de siniestro total de los 
mismos, se podrá conceder una ayuda de 1.000 euros 
para su reposición, siempre que ésta se produzca en el 
plazo de 6 meses a partir de la entrar en vigor de este real 
decreto-ley.

Estas ayudas se atenderán con cargo a los créditos que 
a estos efectos se habiliten en el programa 134 M «Protec-
ción Civil» del Presupuesto del Ministerio del Interior.

Artículo 13. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en este real decreto-
ley, coordinada por el Director General de Protección Civil 
y Emergencias e integrada por representantes de los 
Ministerios de Economía y Hacienda, del Interior, de 
Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, de la Presidencia, de Administra-
ciones Públicas, de Medio Ambiente y de Vivienda, así 
como por el Delegado del Gobierno en la Comunitat 
Valenciana.

Participaran igualmente en la Comisión un represen-
tante del Consorcio de Compensación de Seguros y otro 
del Instituto de Crédito Oficial.

2. El seguimiento de las medidas previstas en este 
real decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a que se 
refiere el apartado anterior, en coordinación con las auto-
ridades de la Comunitat Valenciana, a través de la Delega-
ción del Gobierno en dicha Comunitat.

Artículo 14. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. Las valoraciones de daños a que se refieren los 
artículos 9 y 11 de este real decreto-ley serán efectuadas 
por el Consorcio de Compensación de Seguros, cuando 
así lo solicite previamente el Delegado del Gobierno en la 
Comunitat Valenciana o Subdelegado del Gobierno del 
territorio afectado.

2. El Consorcio tendrá derecho al abono por parte de 
la Administración General del Estado de los trabajos de 
peritación conforme al baremo de honorarios profesiona-
les que dicho Consorcio tuviese aprobado para sus peri-
tos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Artículo 15. Convenios con otras Administraciones 
públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con las Comunidades Autónomas y con otras Administra-
ciones públicas los convenios de colaboración que exija 
la aplicación de este real decreto-ley.

Disposición adicional primera. Límites de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este real decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otros organismos públicos, naciona-
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MINISTERIO DE JUSTICIA
 18394 REAL DECRETO 1309/2007, de 5 de octubre, 

por el que se dispone la creación y constitu-
ción de 11 unidades judiciales que completan 
el desarrollo de la planta judicial correspon-
diente a la programación del año 2007.

La Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de demarcación y 
de planta judicial, faculta al Gobierno para modificar el 
número y composición de los órganos judiciales estable-
cidos en dicha ley, mediante la creación de secciones y 
juzgados.

Al amparo de esta habilitación legal, corresponde al 
Gobierno impulsar la política de constitución de nuevos 
juzgados, con la finalidad de que la planta judicial sea 
idónea para atender las necesidades de la Administración 
de Justicia, y garantizar así a los ciudadanos la efectividad 
de la protección judicial de sus derechos.

Este real decreto se inscribe en esta línea de actuación 
política de desarrollo de la planta judicial, y mediante él 
se crean 11 nuevos juzgados de violencia sobre la mujer. 
Con la creación de estas nuevas unidades judiciales se 
avanza el cumplimiento de la programación acordada 
para el año 2007, programación que se estableció en 
razón del volumen de litigiosidad de los órganos judicia-
les en funcionamiento y atendiendo a las disponibilidades 
presupuestarias.

Desde la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de medidas de protección integral contra la vio-
lencia de género el Gobierno de España ha puesto en mar-
cha todas las medidas institucionales previstas, entre ellas la 
creación de los juzgados exclusivos de violencia sobre la 
mujer. Así, el Consejo de Ministros aprobó el 4 de marzo
de 2005 un Acuerdo por el que se adoptan medidas para 
favorecer la igualdad entre mujeres y hombres, con el fin de 
favorecer la igualdad, atajar la violencia de género y conci-
liar la vida familiar y laboral, que se vio completado con el 
Acuerdo de 3 de marzo de 2006 que aprobó dar continuidad 
a aquellas medidas previstas en el primero que por su natu-
raleza o contenido no hubieran quedado concluidas.

les o internacionales, o correspondieran en virtud de la 
existencia de pólizas de aseguramiento.

Disposición adicional segunda. Créditos presupuesta-
rios.

La financiación del coste de las medidas contenidas 
en este real decreto-ley se concretará en las disposiciones 
de desarrollo de esta norma, una vez conocida la valora-
ción de los daños producidos.

Disposición adicional tercera. Daños en infraestructuras 
públicas titularidad de las comunidades de regantes.

A los efectos previstos en el artículo 3, se declaran de 
emergencia las obras a ejecutar por el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación para reparar los daños cau-
sados en infraestructuras públicas titularidad de las 
comunidades de regantes, comprendidas en su ámbito de 
competencia.

Disposición adicional cuarta. Anticipos de ayudas vincu-
ladas a determinados préstamos para la mejora y 
modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados, con carácter 
preferente, podrá efectuarse el pago anticipado del 
importe total de las ayudas de minoración de anualidades 
de amortización del principal de los préstamos acogidos 
al Real Decreto 613/2001, de 8 de junio, para la mejora y 
modernización de las estructuras de producción de las 
explotaciones agrarias, de aquellos expedientes de los 
que se disponga de la correspondiente certificación final 
de cumplimiento de compromisos y realización de inver-
siones.

Disposición adicional quinta. Actuaciones del Ministerio 
de Vivienda.

Para completar las ayudas de urgencia previstas en el 
artículo 9 de este real decreto-ley, el Ministerio de Vivienda 
podrá suscribir Acuerdos de la Comisión Bilateral de 
Seguimiento del Convenio de Colaboración suscrito con 
la Comunitat Valenciana para la aplicación del Plan Estatal 
2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a 
la vivienda. La financiación de las ayudas para repara-
ción, rehabilitación y reconstrucción de las viviendas que 
hayan resultado gravemente dañadas por los sucesos 
descritos, se efectuará en los términos que se contienen 
para estas ayudas en las disposiciones del Real Decreto 
801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Esta-
tal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos 
a la vivienda, y se financiarán con cargo a la reserva no 
territorializada regulada en los artículos 78.c).2 y 83.3 del 
real decreto antes citado.

Disposición adicional sexta. Fitosanidad de los cultivos 
afectados.

De conformidad con el artículo 15 de la Ley 43/2002, 
de 20 de noviembre, de sanidad vegetal, se califican de 
utilidad pública las medidas de lucha contra plagas que se 
puedan adoptar en los cultivos afectados para restablecer 
la normalidad fitosanitaria, cuando dichas medidas sean 
necesarias a la luz de los seguimientos y controles de pla-
gas efectuados.

Disposición final primera. Titulo competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1. 23.ª y 29.ª de la Constitución, 

sin perjuicio de las medidas adicionales y de mayor pro-
tección que haya adoptado o pueda adoptar la Comunitat 
Valenciana.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este real 
decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 19 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Presidenta del Gobierno en funciones,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 


